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LA FRECUENCIA CON LA QUE SE SUELEN PEDIR CAMBIOS EN LOS CONSEJOS DE MINISTROS

SIN LICENCIA

LA CRISIS EN VENEZUELA

Cambio de Gabinete

Castigar a los partidos

¿Y dónde queda 
la protesta?

L os que hacen las leyes 
deben ser los primeros 
en cumplir las leyes. 
Hay congresistas, sin 
embargo, que no están 

dispuestos a hacerlo. 
Varios congresistas han expresado 

su malestar y oposición a una posible 
resolución del Tribunal Constitucio-
nal (TC). El TC está por decidir si la 
llamada ley antitransfuguismo es o 
no constitucional.

El congresista Mauricio Mulder, 
por ejemplo, ha anunciado que no hay 
otro camino que la acusación consti-
tucional contra los magistrados del 
TC. Un exabrupto de tal naturaleza debería ser 
sancionado.

El Congreso no está por encima de las leyes. 
El ordenamiento constitucional establece me-
canismos de control. A esta tarea se dedica, jus-
tamente, el Tribunal Constitucional.

La soberanía parlamentaria no se discute. 
La soberanía de ningún órgano del Estado, sin 
embargo, es absoluta. Si el Congreso aprueba 
una norma que tiene contenido inconstitucio-
nal, esa norma debe ser cambiada.

El cambio de la mala ley puede darse a través 
del mismo Congreso, pero también a través del 
control constitucional. El Congreso es autóno-
mo para organizar su propio funcionamiento. 
Sin embargo, si alguna disposición sobre su or-
ganización vulnera la Constitución, debe ser 
cambiada o eliminada.

La ley antitransfuguismo es una modifi ca-
ción del Reglamento del Congreso (Resolu-
ción Legislativa 007-2016-CR). En octubre 
del año pasado se aprobó una limitación ex-

I nmersos como estamos en una 
gran crisis, una mezcla de banca-
rrota financiera, depresión eco-
nómica, ruina moral y batiburri-
llo administrativo, la mayoría de 

la nación asiste atónita a esta merienda de 
confusiones e ineptitudes enraizadas en 
nuestra cotidianidad, ignorando aviso tras 
aviso del peor porvenir que parece inefable-
mente aguardarnos.

No es posible pensar que las cosas se irán 
arreglando y que, por alguna obra del azar, 
se compondrán por sí solas. Hay que recor-
dar que, si bien es cierto que no hay mal que 
dure cien años, tampoco hay cuerpo que lo 
resista. Creo fi rmemente que no debe des-
aparecer la protesta, no especifico cuál ni 
cómo, pero es absurdo que quienes, por razo-
nes que deben haber pesado, intentan reto-
mar el rumbo de la democracia participativa 
mediante sufragios y elecciones de autorida-
des locales y estaduales hayan considerado 
que esta ruta va a dar el fruto esperado.

No critico ni juzgo las estrategias escogi-
das por los agentes políticos, a ellos les co-
rresponde solo parte de la responsabilidad, 
la gran parte está en la ciudadanía, esa que 
sabiamente en los años sesenta se le llamó 
la mayoría silente, y podríamos agregar que 
hoy es muda, incapacitada de pronunciar su 
protesta o inconformidad.

Esta mayoría que requiere recuperar su 
voz en los medios de comunicación, en sus 
factores económicos, en sus ofi ciales y au-
toridades, en sus representantes legítimos. 
No podemos dejar en una especie de amne-
sia la perdurable acción gubernamental de 
apartar de sus cargos a los representantes de 
la voluntad del soberano, de encerrar tras 
barrotes o aislar en sus domicilios a alcal-
des y diputados sin más justifi cación o debi-

do proceso que 
permita la recu-
peración de sus 
libertades.

Ciudadanos 
como Antonio 
Ledezma, Da-
niel Ceballos, 
Delson Guára-
te, Warner Ji-
ménez, Ramón 
Muchacho, Da-

vid Smolansky, Omar Lares, Gustavo Mar-
cano, Enzo Scarano, Lumay Barreto, Alicia 
Loreto, Gilbert Caro, Alfredo Ramos han si-
do víctimas de esta represión que solo busca 
callar la voz de la inconformidad por la fuer-
za y manifi esta intolerancia.

Es hora de preguntarse qué salvaguar-
da han estudiado quienes son entusiastas 
de otra designación de autoridades para 
que no se tome en serio el compromiso 
de su elección y se respete la voluntad y 
las urnas donde se habrá de manifestar 
su escogencia.

Esas son suficientes razones para resu-
citar a la sociedad civil, sacudir el letargo 
que produce el sueño del terror. Hay que 
recuperar el valor y la capacidad para exigir 
la presentación de cuentas, las licitaciones 
claras, las obras útiles, el gasto justifi cado y 
no continuar en las tinieblas de la depresión 
material y la quiebra moral.

La protesta está en cada uno de los ciuda-
danos que sienten que sus derechos no se res-
petan y no están dispuestos a abdicarlos. Esta 
tiene un merecido lugar en toda sociedad de-
mocrática, y ciertamente no está en el olvido. 
Manifestarse es afi rmar la indignación. 

*El autor es padre del líder 
opositor Leopoldo López

C ada vez que aparece 
una encuesta con una 
caída en la aprobación 
presidencial, muchos 
políticos y analistas 

proponen cambios ministeriales, 
cuando no una renovación total del 
Gabinete, para recuperar el apoyo 
popular. “Los ministros son fusibles”, 
se arguye; es menester “refrescar” el 
gobierno, sostienen otros; “se nece-
sitan más ministros políticos”, es el 
reclamo más reciente. La democra-
cia peruana de los últimos lustros 
no permite, sin embargo, confi rmar 
esta tradicional tesis.

El mejor ejemplo de que el cambio de minis-
tros no impide la caída en la aprobación presi-
dencial lo dio Alejandro Toledo. En el 2001, To-
ledo empezó su gestión con 59% de aprobación 
y de inmediato empezó su caída. Para evitarlo, 
cambió a 11 ministros el primer año (entre ellos 
PPK, a quien le pidió volver después), pero no 
pudo impedir que su aprobación estuviese al 
cabo de 12 meses en 16%. La historia se 
repitió el segundo año, cambió a otros 11 
ministros, pero su aprobación, luego de una 
breve recuperación, volvió a caer, para cerrar 
el segundo año en 12%.

Para otros, la solución debe ser más drás-
tica: cambiar al primer ministro. El mejor 
ejemplo de que esta medida tampo-
co funciona es Ollanta Humala, 
que tuvo siete primeros minis-
tros en su gobierno. Cuando se 
revisan las encuestas de la época, 
lo que se observa con cada cambio 
de Gabinete es que la aprobación 
presidencial se eleva ligeramente 
por un mes o dos, para luego volver a 
caer. Es decir, en menos tiempo del que el 
nuevo primer ministro aprende cómo funciona 
su compleja cartera, ya perdió utilidad como 
factor de recuperación de popularidad.

Por último, hay quienes sostienen que la 
solución está en reclutar ministros políticos, 
dadas las limitaciones del actual Gabinete tec-
nocrático. La idea no es mala pero tampoco es 
la panacea. Los actuales congresistas Jorge del 
Castillo y Javier Velásquez Quesquén fueron 
primeros ministros de Alan García, pero no 
pudieron levantar la popularidad del gobierno 
de su partido y su proyección electoral, a pesar 
del entorno económico favorable y la habilidad 
política del propio presidente.

Quienes proponen estas soluciones suelen 
ser: 1) periodistas, 2) operadores políticos dis-
frazados de periodistas, 3) políticos de oposi-
ción y 4) políticos dispuestos a colaborar con el 
gobierno. Entre los periodistas, suele haber un 

trema para los congresistas que re-
nunciaran o fueran expulsados de 
un grupo parlamentario, partido 
político o alianza electoral por el 
que fueran elegidos.

Los congresistas que renuncian, se 
retiran o son separados de sus grupos 
parlamentarios no pueden constituir 
un nuevo grupo ni adherirse a otros. 
Con ello, no pueden asumir cargos 
directivos, ni en las comisiones. 

Las presidencias de las comisio-
nes y el número de sus miembros 
se determina según el número de 
grupos parlamentarios. Un congre-
sista sin grupo es casi un paria en el 

Congreso.
Estas disposiciones tratan de contener la mi-

gración partidaria de los congresistas. En otras 
palabras, les dan a los partidos y agrupaciones 
un poder sobre el congresista elegido. El poder 
de la amenaza.

Es cierto que el congresista es elegido gra-
cias, en muchos casos, a una estructura y una 
imagen partidaria. No es leal ni decente usar 
a una organización para luego ofrecerse a un 
mejor postor. Eso es transfuguismo, y es un mal 
de la República.

Sin embargo, hay casos de verdadera discre-
pancia, de ruptura ideológica, de apartamiento 
de línea política. En otras palabras, hay casos 
legítimos de separación dentro de un grupo. 

La ley antitransfuguismo no distingue el tipo 
de separación. Asume que todas las rupturas 
son corruptas o interesadas. 

Los partidos invierten en sus candidatos. Si 
ellos llegan al Congreso, es en parte gracias a su 
partido. Sin embargo, ¿quién debe ser respon-

sesgo profesional hacia la búsque-
da de la noticia y es bien sabido que 
el cambio es mucho más noticia 
que la continuidad. En el segun-
do y tercer grupo, es evidente su 
intención de debilitar al gobier-
no al que se oponen. El grupo más 
relevante es el último. El proble-
ma es que varios de estos políticos, 
frecuentemente califi cados como 
“excelentes operadores” por sus 
promotores, tienen una agenda 
subalterna de cuidado. Son muy 
pocas las personas íntegras cali-
fi cadas para un cargo ministerial 
dispuestas a aceptarlo y la mayoría 

no son políticos.
En cualquier organización se requiere conti-

nuidad para que las gestiones muestren resul-
tados signifi cativos. Por eso, la permanencia 
promedio en los más altos cargos gerenciales 

“En el sector público 
peruano la duración 

promedio de un ministro es 
15 meses. En democracias 

más avanzadas la mayoría de 
los ministros permanecen 
en sus cargos lo que dura el 

gobierno, es decir, varios 
años”.

“No es posible 
pensar que las 
cosas se irán 
arreglando y 
que, por obra 

del azar, se 
compondrán 
por sí solas”.
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sable de llevar al Congreso a un corrupto o a 
un interesado?

¿No debemos castigar de alguna manera 
la irresponsabilidad de las agrupaciones po-
líticas de llevar en sus listas a ese tipo de gen-
te? ¿No es el tránsfuga el mejor castigo para 
el partido que no seleccionó bien?

La representación política es perso-
nal. Los partidos no tienen mandato so-
bre los congresistas. Solo el electorado 
debe tenerlo. 

El congresista llega al Congreso con los 
votos de los ciudadanos, no con la desig-
nación de la cúpula. La organización del 
Parlamento no puede ni debe recortar los 
derechos del representante. Los obtiene del 
electorado, no del partido.

Partidos sin ideología, sin programas po-
líticos, sin identidad doctrinaria, obviamen-
te, pueden ser víctimas de los interesados. Si 
el proceso de selección de candidatos se hace 
por lo que aportan en la campaña (imagen, 
dinero, logística), difícilmente mantendrán 
una línea política.

La ley antitransfuguismo recorta funcio-
nes del representante. Le quita posibilidades 
de representar a su electorado, por ejemplo, 
a través de la presidencia de una comisión. 
Recorta, con ello, poderes que el elector le 
ha entregado. 

Esa norma no solo es inconstitucional, 
sino tonta. Si un interesado o un corrupto 
está dentro de un grupo, ¿hay que retenerlo 
con amenazas?

No hay que reforzar la incapacidad de los 
partidos; más bien hay que castigarla. Y, so-
bre todo, no hay que atentar contra la repre-
sentación política. 
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en el sector privado es de 10 años. En el sec-
tor público peruano, en cambio, la duración 
promedio de un ministro es 15 meses. En de-
mocracias más avanzadas, la mayoría de los 
ministros permanecen en sus cargos lo que 
dura el gobierno, es decir, varios años. Cuan-
do ello ha ocurrido en el Perú –por ejemplo, 
José Antonio García Belaunde, que permane-
ció durante todo el gobierno de Alan García 
como ministro de Relaciones Exteriores–, las 
gestiones dejan huella.

Todo lo cual no implica, por supuesto, 
que los ministros no deban ser cuestiona-

dos continuamente por la prensa y en el 
Congreso por su gestión. Por ello 

no pueden ser solo técnicos. Re-
quieren habilidades políticas 
para interactuar con los distin-
tos grupos de presión. Necesitan 

operadores políticos y comuni-
cadores que los ayuden a tender 

puentes con la oposición y ganarse 
la confianza de la opinión pública. 

Pero no debe perderse de vista que su 
objetivo central es contribuir al progreso 

del país en el sector que les corresponde y no 
ganar popularidad.

Todo indica que la aprobación presiden-
cial fl uctuará entre baja y muy baja durante 
los próximos años, como ocurrió con sus pre-
decesores. Podrá irle a PPK un poco mejor, si 
se compromete con pasión con temas que le 
interesen a la población; o un poco peor, si 
persiste en incurrir en declaraciones desafor-
tunadas. La oposición no necesita golpear 
al gobierno: su desgaste es inexorable. Pero 
sí ayudaría al país que cambie de actitud. 
Cuando Luis Galarreta fue elegido presiden-
te del Congreso, Ipsos preguntó a la opinión 
pública cómo creía que debería ser su acti-
tud hacia el gobierno. La respuesta fue 82% 
dialogante, conciliadora y 14% crítica, con-
frontacional. Lo que la ciudadanía demanda 
es una relación constructiva. Estar exigiendo 
renuncias cada vez que se agudiza una crisis 
no le hace bien a nadie. 


